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En efecto, aunque la demanda de amparo sólo recurre
formalmente la providencia de 7 de julio de 1998, que
ordenó la devolución sin dejar constancia en autos del
recurso de reposición interpuesto contra la anteriormen-
te dictada por dicho Juzgado el día 30 de abril, es obvio
que tanto una como otra vulneraron el derecho a la
tutela judicial efectiva sin indefensión del demandante
de amparo, en su vertiente del derecho de acceso a
la jurisdicción. Este derecho fue expresamente invocado
en el recurso de reposición y, conforme a lo establecido
en el art. 131 de la Ley Hipotecaria, indudablemente
le correspondía como parte interesada en concepto de
tercer poseedor de una finca objeto de ejecución hipo-
tecaria (SSTC 148/1988, fundamento jurídico 5;
8/1991, fundamento jurídico 2; 217/1993, fundamento
jurídico 3, y 109/1995, fundamento jurídico 5), máxime
después de haber acreditado documentalmente su pro-
piedad sobre dicha finca con el primer escrito dirigido
al Juzgado solicitando que se le tuviera por personado
en el procedimiento.

En el presente caso, la vulneración del derecho de
acceso al proceso, por parte del órgano judicial, salta
fácilmente a la vista, ya que el primer escrito fue pre-
sentado en el Juzgado por el recurrente en amparo el
día 2 de abril de 1998; esto es, con posterioridad a
la constancia en dicho Juzgado, el día 18 de marzo,
del escrito de la entidad ejecutante al que se adjuntaba
certificación del Registro de la Propiedad donde cons-
taba ya el dominio del quejoso y su esposa sobre el
inmueble, de acuerdo con la escritura pública de com-
praventa que previamente había intentado hacer valer
el propio recurrente en amparo. Sin embargo, en lugar
de notificar formalmente a este último —conforme a lo
establecido en la regla 5.a del art. 131 de la Ley Hipo-
tecaria— la existencia del procedimiento para que inter-
viniera en la subasta o abonara antes el importe total
de la deuda, el Juzgado le denegó de manera injusti-
ficada su personación, declarando igualmente no haber
lugar a la nulidad de actuaciones solicitada por el quejoso
una vez interpuesto dentro de plazo el presente recurso
de amparo, en un último intento de obtener la para-
lización del procedimiento por el órgano judicial.

3. Queda ahora por concretar el alcance de nuestro
fallo, puesto que se da la circunstancia de haberse archi-
vado el procedimiento de ejecución hipotecaria sobre
el inmueble propiedad del quejoso, como consecuencia
del desistimiento de la entidad acreedora tras serle abo-
nado directamente a ésta el total de la deuda reclamada.
Pero, como indica el propio demandante en el escrito
de alegaciones presentado tras la admisión del recurso,
la continuación del proceso de amparo por su parte tiene
como único objeto el reconocimiento de la vulneración
sufrida en sus derechos fundamentales. Formulada en
estos nuevos términos la pretensión de amparo, sólo
procede declarar la vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva sin indefensión del recurrente, resultan-
do innecesario efectuar pronunciamiento alguno en tor-
no a la nulidad de las providencias impugnadas, carentes
ya de toda eficacia al igual que el procedimiento en
el que recayeron.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Juan Miguel
Vidal Corral y, en consecuencia, declarar que las pro-
videncias del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de
Arganda del Rey, de 30 de abril y 7 de julio de 1998,

recaídas en el procedimiento hipotecario núm. 242/97,
vulneraron su derecho a la tutela judicial efectiva sin
indefensión.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintinueve de noviembre de mil
novecientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Ma-
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Man-
zano.—Pablo Cachón Vil lar.—Fernando Garrido
Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubri-
cado.

24564 Sala Segunda. STC 223/1999, de 29 de
noviembre de 1999. Recurso de amparo
146/1999, promovido por «Promaga, S. A.»,
respecto a la tramitación, por la Sala Tercera
del Tribunal Supremo, de un recurso de casa-
ción interpuesto por el Abogado del Estado
en un contencioso sobre una licencia de obras
otorgada por el Ayuntamiento de Estepona.
Vulneración del derecho a un proceso sin dila-
ciones indebidas: sustanciación de un recurso
de casación contencioso-administrativo
durante más de cinco años.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 146/99, promovido
por la empresa «Promaga, S. A.», representada por el
Procurador don Juan Carlos Estévez Fernández y asistida
por el Abogado don Ignacio Pérez de Vargas López, con-
tra las dilaciones indebidas padecidas en la tramitación
del recurso de casación seguido ante la Sección Quinta
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo en relación con
las actuaciones núm. 196/1994. Han intervenido el Abo-
gado del Estado y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente
el Magistrado don Vicente Conde Martín de Hijas, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 13
de enero de 1999 la empresa «Promaga, S. A.», repre-
sentada por el Procurador don Juan Carlos Estévez Fer-
nández, interpuso recurso de amparo contra las dilacio-
nes indebidas sufridas en la tramitación del recurso de
casación núm. 196/1994 ante la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Supremo.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, en esencia, los que siguen:

a) En el año 1989, y con arreglo al cauce especial
de impugnación del art. 66 de la Ley reguladora de las
Bases del Régimen Local, la Abogacía del Estado in-
terpuso recurso contencioso-administrativo ante el Tri-
bunal Superior de Justicia de Andalucía contra una licen-
cia de edificación concedida por el Ayuntamiento de
Estepona (Málaga) en favor de la empresa hoy solicitante
de amparo. Tras acceder a la suspensión del acto impug-
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nado, la Sala desestimó el recurso mediante Sentencia
de 18 de diciembre de 1992.

b) Frente a dicha Sentencia el Abogado del Estado
preparó recurso de casación, a resultas de lo cual la
Sala de Málaga acordó elevar las actuaciones al Tribunal
Supremo por providencia de 24 de diciembre de 1993.
Según solicitaba el Abogado del Estado en el escrito
de preparación, se mantuvo la suspensión de la licencia
impugnada.

c) Una vez asignado en abril de 1994 número de
orden (196/1994), la interposición del recurso se veri-
ficó el día 13 de junio de 1994. Mediante providencia
de 30 de marzo de 1995 la Sala lo admitió y procedió
a abrir el plazo de oposición al mismo.

d) Formalizados los escritos de oposición a la casa-
ción por parte del Ayuntamiento de Estepona y de la
entidad hoy solicitante de amparo, por una nueva pro-
videncia de 31 de mayo de 1995 el recurso quedó pen-
diente de señalamiento para deliberación y fallo.

e) En vista de la tardanza en verificarse el seña-
lamiento, la empresa «Promaga, S. A.», presentó ante
la Sala los días 16 de enero de 1996 y 17 de noviembre
de 1998 escritos para que, en virtud del art. 237 L.O.P.J.,
impulsara la tramitación del recurso, poniendo, asimis-
mo, de manifiesto los daños y perjuicios que le estaba
causando la suspensión de las obras (que duraba desde
la inicial interposición del recurso contencioso-adminis-
trativo por el Abogado del Estado en el año 1989).

f) En respuesta a dichos escritos la Sala dictó pro-
videncias los días 21 de febrero de 1996 y 27 de noviem-
bre de 1998 en las que señalaba que procedería al seña-
lamiento «cuando ello sea posible».

g) Paralelamente a estos trámites procesales, la
empresa «Promaga, S. A.», instó ante el Consejo General
del Poder Judicial y ante el Defensor del Pueblo la agi-
lización del procedimiento. A resultas de lo primero el
Consejo inició diligencias informativas que fueron archi-
vadas mediante Acuerdo de la Comisión Disciplinaria
de 24 de abril de 1996 tras haberse comprobado que
dicho procedimiento se hallaba concluso y pendiente
de señalamiento cuando por turno correspondiese, sien-
do la causa del retraso el elevado número de asuntos
pendientes ante la Sala. La Sala acordó unir a las actua-
ciones la comunicación del Consejo mediante providen-
cia de 29 de mayo de 1996, decretando asimismo que
se estuviese a lo dispuesto por providencia de 21 de
febrero anterior.

3. No verificándose el señalamiento, la empresa
«Promaga, S. A.», interpuso en enero de 1999 demanda
de amparo constitucional en la que entendía que el tiem-
po transcurrido desde la entrada de la casación en el
Tribunal Supremo en abril de 1994 lesionaba su derecho
fundamental a un proceso sin dilaciones indebidas
(art. 24.2 C.E.). Por ello, y alegando, además, que la
suspensión de la licencia inicialmente concedida se pro-
longaba desde hacía casi diez años, solicitó que se dic-
tase Sentencia que otorgase el amparo y declarase vul-
nerado su derecho, así como que el Tribunal Constitu-
cional adoptase medidas para que cesase la dilación.

4. Mediante providencia de 23 de marzo de 1999
la Sección Tercera de este Tribunal admitió la demanda
de amparo y solicitó a las Salas de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía y del Tribunal Supremo la remisión de las
actuaciones y, asimismo, el emplazamiento de quienes
hubieran sido parte en el pleito.

5. Una vez personado el Abogado del Estado y reci-
bido testimonio de las actuaciones, mediante escrito de 7
de junio de 1999 el Tribunal Supremo remitió la Sen-
tencia sobre el recurso de casación núm. 196/94, que
había sido señalada por providencia de fecha 8 de abril

de 1999 y que había sido dictada el día 20 de mayo
de 1999 en sentido desestimatorio.

6. Por providencia de 28 de junio de 1999 la Sec-
ción acordó, según el art. 52 LOTC, dar vista de las
actuaciones a la empresa recurrente, al Ministerio Fiscal
y al Abogado del Estado para que formulasen ale-
gaciones.

7. La empresa «Promaga, S. A.», ratificándose
en lo expuesto en el escrito de demanda, afirmó en
sus alegaciones, con cita de doctrina constitucional
(la STC 21/1998), que el hecho de haberse dictado Sen-
tencia posteriormente a la interposición y a la admisión
del amparo no implica pérdida de objeto del mismo ni
puede reparar la vulneración del art. 24.2 C.E.

8. El Abogado del Estado centró sus alegaciones
en la argumentación de la entidad demandante de ampa-
ro referente a la suspensión de la licencia desde hace
ahora más de diez años (durante la primera instancia
en la Sala de Málaga y durante la tramitación de la casa-
ción). A su juicio, se trata de una circunstancia que apa-
rece constantemente en el escrito de demanda y que
hace que la dilación reprochada no esté tanto en la dura-
ción de la casación en relación comparativa con otros
recursos sino en la falta de impulso o aceleración del
asunto. Consideró que los supuestos perjuicios derivados
de la tardanza en la resolución judicial no pueden ser
criterio de despacho de los asuntos sino que, por el
contrario, ello se ha de hacer según estricto orden de
entrada (tal y como señala el art. 249 L.O.P.J., y en
el orden contencioso-administrativo los arts. 78.3
L.J.C.A. de 1956 y hoy 63 L.J.C.A. de 1998), pues de
lo contrario bastaría que cualquiera de las partes dirigiese
un escrito lamentando la tardanza y razonase los per-
juicios que ello le reporta para que los tribunales tuvieran
que alterar el orden cronológico de asuntos según su
orden de entrada por un orden cronológico de protestas,
y ello en merma de los derechos de los más pacientes
o de los menos avisados. Dar prioridad a los asuntos
que, según los recurrentes, acumulen un retraso que
cause mayor perjuicio atentaría gravemente contra la
igualdad. A este respecto el Abogado del Estado afirmó
que la existencia de medidas cautelares como la sus-
pensión del acto recurrido, aplicada en este caso, no
puede ser argumento para acelerar la tramitación de
un pleito sino que por el contrario es una garantía de la
eficacia de la resolución final.

Asimismo, sostuvo que la empresa solicitante de
amparo no ha intentado acreditar que el retraso padecido
en la tramitación de la casación era anormal o excesivo
en relación con otros procesos similares de los que cono-
ce la misma Sala del Tribunal Supremo. El representante
del Estado señaló que, por desgracia, es del todo habitual
que la Sección Quinta de la Sala Tercera del Tribunal
Supremo se esté aún pronunciando sobre recursos de
apelación (es decir, ingresados antes de la entrada en
vigor de la Ley 10/1992 que introdujo la casación en
el orden jurisdiccional contencioso-administrativo), con
una duración de la casación de siete años. Por ello con-
sideró que una tramitación de un recurso de casación
contencioso-administrativo en, aproximadamente, cinco
años y algo menos de dos meses (desde que el recurso
fue turnado por el Tribunal Supremo en abril de 1994
hasta la Sentencia de 20 de mayo de 1999), no excede
de la media existente en el órgano jurisdiccional. Tras
recordar el archivo de las diligencias informativas abier-
tas por el Consejo General del Poder Judicial, el Abogado
del Estado finalizó solicitando la desestimación de la
demanda de amparo.

9. En sus alegaciones el Fiscal comenzó por negar,
con cita de varias Sentencias constitucionales recientes,
que la circunstancia de haberse dictado Sentencia una
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vez interpuesta y admitida la demanda de amparo supon-
ga la desaparición de su objeto, pues la dilación indebida
no se sana por el simple hecho de que el órgano juris-
diccional dicte una resolución tardía. Una vez hecha esta
afirmación, analizó el fondo de la vulneración constitu-
cional invocada, recordando que el «plazo razonable»
en la tramitación de los procesos a que obliga la juris-
prudencia tanto del Tribunal Constitucional como del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos es un concepto
jurídico indeterminado cuya concreción se efectúa con
arreglo a varios criterios (la complejidad del asunto, los
márgenes de interés que en el pleito arriesga el recurren-
te y la conducta procesal de éste y del órgano juris-
diccional).

Teniendo en cuenta que desde la entrada de la casa-
ción en el Tribunal Supremo y la providencia de 31 de
mayo de 1995 que dejaba las actuaciones pendientes
de señalamiento para votación y fallo la tramitación fue
aparentemente normal, pero que entre esta fecha y la
interposición de la demanda de amparo en enero
de 1999 las actuaciones estuvieron totalmente suspen-
didas, y asimismo que la parte recurrente instó en dos
ocasiones la impulsión del procedimiento, el Fiscal con-
sideró que se debe estimar el amparo (al igual que en
la STC 21/1998, resolutoria de un caso a su juicio pare-
cido). En efecto, ni la complejidad del asunto ni la con-
ducta procesal de las partes sirven de justificación a
la demora en resolver sino que ello obedeció a una causa
extraña y ajena a la esencia del proceso de casación,
causa únicamente afectante al funcionamiento de los
órganos de la Administración de Justicia. De manera
que el período de inactividad procesal y, por tanto, la
demora en resolver el recurso de casación han deter-
minado la vulneración del derecho a un proceso sin dila-
ciones indebidas (art. 24.2 C.E.). En cuanto al alcance
de la Sentencia estimatoria, ésta debería limitarse al
reconocimiento de la vulneración producida, pudiendo
ello servir de base, en su caso, para acreditar el fun-
cionamiento anormal de la Administración de Justicia
a efectos de una eventual solicitud de responsabilidad
patrimonial.

10. Por providencia de 25 de noviembre de 1999,
se señaló para la deliberación y fallo el día 29 siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. Previamente al análisis del fondo del asunto
hemos de pronunciarnos sobre si el presente proceso
constitucional tiene todavía objeto, habida cuenta de que
una vez interpuesta y admitida la demanda de amparo
el Tribunal Supremo dictó la Sentencia en el recurso
de casación de que se trata. Como hemos dicho en otras
ocasiones (SSTC 21/1998, fundamento jurídico 2,
78/1998, fundamento jurídico 2, 58/1999, fundamento
jurídico 3, y 124/1999, fundamento jurídico 1), este
tipo de amparos basados en la vulneración del derecho
fundamental a un proceso sin dilaciones indebidas
(art. 24.2 C.E.) no pierden su objeto por el hecho de
dictarse una Sentencia tardía, pues tal vulneración, de
existir en el momento de la interposición de la demanda
de amparo, no puede considerarse reparada mediante
una resolución tardía del pleito. La consecuencia que
sí cabe extraer de esta resolución tardía incide, como
se dirá más adelante, en los efectos de la Sentencia.

2. Este Tribunal ha ido aquilatando una consolidada
jurisprudencia sobre el derecho fundamental a un pro-
ceso sin dilaciones indebidas recogido en el art. 24.2
C.E., que puede encontrarse, por no citar más que reso-
luciones muy recientes, en las SSTC 58/1999, funda-
mento jurídico 6, y 124/1999, fundamento jurídico 2.
Para lo que aquí interesa, cabe sintetizarla diciendo que
el art. 24.2 C.E. consagra el derecho a la tramitación

de los asuntos ante los Tribunales de Justicia en un
«plazo razonable» (art. 10.2 C.E., en relación con el
art. 6.1 del C.E.D.H.) y, en segundo lugar, que son varios
los criterios para determinar este «plazo razonable»: la
complejidad del litigio, el comportamiento procesal tanto
de los litigantes como del órgano jurisdiccional y el mar-
gen ordinario de duración normal de procesos similares.
Naturalmente, estos criterios entrarán en juego siempre
que quien solicita el amparo por tal dilaciones indebidas
haya denunciado oportunamente el retraso ante el órga-
no jurisdiccional, respetando así el carácter subsidiario
del recurso de amparo constitucional.

Por el contrario, el interés que en el pleito arriesga
quien solicita el amparo, alegado en este caso por
el recurrente, es criterio que no aparece en las
SSTC 21/1998 o 124/1999, pero sí en otras resolu-
ciones, por ejemplo, en la STC 58/1999 (sin embargo,
el fundamento jurídico 8, de la STC 21/1998 sí alude
a «la realidad fáctica subyacente al propio recurso de
casación» como dato que «no es intranscendente tener
en cuenta»).

3. En primer lugar, y en cuanto a la complejidad
del asunto, ésta no se aprecia, pues no había más que
un recurrente y dos partes recurridas (el Ayuntamiento
de Estepona y la empresa solicitante del amparo), sin
que de las actuaciones se deduzca circunstancia alguna
que implique o justifique una especial dificultad en la
tramitación del recurso de casación, sin que podamos
entrar en el análisis de la argumentación referida al
art. 66 de la Ley reguladora de las Bases del Régimen
Local por tratarse de una cuestión de mera legalidad
ordinaria.

En lo que se refiere a la conducta procesal del
recurrente, no existe dato alguno que permita imputarle
la demora en la tramitación ni falta de diligencia. Trans-
curridos ocho meses desde que las actuaciones que-
dasen pendientes de señalamiento en mayo de 1995,
la empresa «Promaga, S. A.», presentó un escrito en
el que solicitaba la agilización y el impulso del proceso,
volviendo a reiterarse idéntica petición en noviembre
de 1998, de modo que cumplió con los requisitos exi-
gidos por la jurisprudencia antes citada y, al dar a la
Sala una posibilidad de subsanación de la lesión del dere-
cho fundamental, respetó el carácter subsidiario del
amparo constitucional, pese a lo cual no obtuvo del Tri-
bunal, en un plazo razonable, la respuesta adecuada para
la satisfacción de su derecho, ni siquiera para la jus-
tificación de la demora.

En cuanto al proceder del órgano jurisdiccional, el
trámite de admisión se demoró desde junio de 1994
hasta marzo de 1995, quedando las actuaciones pen-
dientes de señalamiento el 31 de mayo de 1995. Denun-
ciadas posteriormente las dilaciones, y tras el archivo
de las diligencias informativas iniciadas por el Consejo
General del Poder Judicial (así como tras un segundo
escrito solicitando la activación del proceso), la situación
procesal se mantuvo inalterada hasta la interposición
del recurso de amparo el 13 de enero de 1999, pro-
duciéndose el señalamiento y recayendo la Sentencia
en abril y mayo de 1999, respectivamente. No se aprecia
incidencia procesal alguna que explique o justifique este
retraso.

La última de las circunstancias a tener en cuenta
es la concerniente a la duración normal de los procesos
similares. Sobre el particular, el Abogado del Estado ha
alegado para justificar la demora que el plazo de más
de cinco años es habitual en la tramitación de los recur-
sos de casación contencioso-administrativos. Sin embar-
go, según dijimos en la recién citada STC 195/1997
(fundamento jurídico 3), «el derecho fundamental a un
proceso sin dilaciones indebidas es el que debe marcar
los tiempos que observan los Tribunales en el despacho
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real de los asuntos, no al revés: los Tribunales deben,
por imperativo constitucional, finalizar los procesos abier-
tos ante ellos dentro del plazo razonable que exige la
Constitución».

En otras ocasiones hemos dicho que «por más que
los retrasos experimentados en el procedimiento hubie-
sen sido consecuencia de deficiencias estructurales u
organizativas de los órganos judiciales o del abrumador
trabajo que sobre ellos pesa, esta hipotética situación
orgánica, si bien pudiera excluir de responsabilidad a
los Magistrados integrantes de la Sala, de ningún modo
altera la anterior conclusión [del carácter injustificado
del retraso]» (STC 7/1995, fundamento jurídico único),
y, asimismo, siguiendo al Tribunal Europeo de Derechos
Humanos en la Sentencia Unión Alimentaria Sanders
c. España de 7 de julio de 1989, que el elevado número
de asuntos que conocía el órgano jurisdiccional ante
el que se tramitaba el pleito no legitima el retraso en
resolver ya que «el hecho de que las situaciones de atas-
co de los asuntos se conviertan en habituales no justifica
la excesiva duración de un proceso» (STC 195/1997,
fundamento jurídico 3). Y ello, por otra parte, sin que
corresponda a este Tribunal entrar a valorar los evidentes
problemas estructurales del funcionamiento de la Admi-
nistración de Justicia (STC 20/1999, fundamento jurí-
dico 3, con cita de otras tres Sentencias) puestos de
manifiesto, en lo concerniente a la tramitación de la casa-
ción que dio lugar al presente recurso de amparo, en
la comunicación del Acuerdo de archivo de las diligencias
informativas iniciadas por el Consejo General del Poder
Judicial.

4. No resta sino concluir, al igual que en las
SSTC 144/1995, fundamento jurídico 3, y 180/1996,
fundamento jurídico 8, y 10/1997, fundamento jurídico
9, y 124/1999, fundamento jurídico 5, que «el plazo
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de inactividad procesal transcurrido no estaba justifica-
do, siendo, en consecuencia, irrazonable». Procede, pues,
declarar que el derecho fundamental de la empresa
recurrente en amparo a un proceso sin dilaciones inde-
bidas (art. 24.2 C.E.) fue vulnerado por el retraso pade-
cido en dictarse la Sentencia de casación, sin que pro-
ceda hacer pronunciamiento alguno sobre la petición
contenida en la demanda de amparo respecto de la remo-
ción de la inactividad judicial, ya que, como se relató
en el antecedente 4.o, recayó Sentencia una vez inter-
puesta la demanda de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la presente demanda de amparo y, en virtud
de ello, declarar que la tramitación del recurso de casa-
ción núm. 196/1994 ante la Sección Quinta de la Sala
Tercera del Tribunal Supremo vulneró el derecho de la
empresa «Promaga, S. A.», a un proceso sin dilaciones
indebidas.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a veintinueve de noviembre de mil
novecientos noventa y nueve.—Carles Viver Pi-Sun-
yer.—Rafael de Mendizábal Allende.—Julio Diego Gon-
zález Campos.—Tomás S. Vives Antón.—Vicente Conde
Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Firmado
y rubricado.


